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Resumen 

La movilidad internacional en general y –en particular– la de los estudios universitarios, es una de 

las áreas con menor participación plena de las personas con discapacidad. Una de las causas podría 

ser la ausencia de normas y procedimientos comunes a nivel europeo sobre las medidas que deben 

garantizar la igualdad de oportunidades en este ámbito. El proyecto “MobiAbility” plantea la 

elaboración de un estándar paneuropeo de medidas y ajustes razonables en el ámbito académico 

universitario de movilidad internacional para estudiantes con discapacidad. En el presente trabajo se 

presentan los resultados de una primera fase del proyecto, consistente en un análisis jurídico de las 

normas reguladoras de la discapacidad en el ámbito de la educación superior en 21 estados. Los países 

fueron seleccionados por la incidencia estadística de movilidad internacional de estudiantes con y sin 

discapacidad. La información se ha recopilado en seis dimensiones: 1) concepto y reconocimiento de 

persona con discapacidad; 2) acceso y admisión a la universidad; 3) permanencia y movilidad; 4) 

accesibilidad a los recursos; 5) proceso de enseñanza-aprendizaje; y 6) evaluación y exámenes. Los 

resultados del análisis documental arrojan dos resultados principales: a) la mayoría de los estados 

comparten la esencia de la consideración y protección de los estudiantes con discapacidad, y b) el 

grado de concreción y la amplitud de los derechos subjetivos de dichos estudiantes es muy variado 

en las distintas legislaciones. Se concluye la necesidad de contar con un protocolo de actuación común 

paneuropea en materia de movilidad en los estudios universitarios. 

Palabras clave  

Discapacidad, Europa, movilidad, educación superior,  

 

1. Introducción 

La educación es un derecho humano fundamental y una condición para una vida libre y digna. La 

ONU distingue en este derecho cuatro características esenciales: disponibilidad, aceptabilidad, 

adaptabilidad y accesibilidad. La garantía de que estas características sean una realidad para la 

población en general es ciertamente importante, pero son cruciales en el caso de las personas con 

discapacidad. En relación con esto, los países que firmantes de la Convención sobre los Derechos de 

las Personas con Discapacidad se comprometieron con el objetivo general alcanzar la normalización 

de las personas con discapacidad y, en particular, de promover que los ciudadanos presentes y futuros 

asuman los compromisos, principios y valores de la Convención a través de la Educación. El trabajo 

que aquí se presenta se enmarca en este doble ámbito de las políticas sociales: educación y 

discapacidad. 
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La movilidad internacional en general y, en particular, la movilidad internacional durante los estudios 

universitarios es una de las áreas con menor participación plena de las personas con discapacidad, a 

pesar de la potenciación de políticas activas en este campo (proyectos de buenas prácticas en atención 

a la diversidad –como el Catalogue of Good Practices in Social Dimension Implementation in Higher 

Education–, el incremento del becas y ayudas económicas al colectivo o las acciones y proyectos de 

coordinación entre instituciones. En el gráfico 1 se observa una evolución ascendente en la 

participación (número de movilidades) de personas con necesidades especiales en el programa 

Erasmus+, si bien la cifra actual, 404 personas, representa tan solo el 0,14% del total de personas que 

se desplazan con Eramus+ en el ámbito universitario. De hecho, en el informe The European Higher 

Education Area in 2015: Implementation Report Bologna Process (European Ministerial Conference, 

2015), se afirma que, aunque existen de forma generalizada, oficinas y servicios de atención a 

personas con necesidades especiales en los centros de enseñanza superior en los sistemas educativos 

de los estados miembros de la Unión Europea, el colectivo de personas con discapacidad es un 

colectivo infrarrepresentado en la movilidad internacional europea. El Mobility Scoreboard: Higher 

Education Background Report (European Commission, 2016: 35) igualmente declara: 

“Evidence shows that students with low socio-economic background or students with 

disabilities are less likely to participate in mobility programmes (Hauschildt et al., 2015; King, 

Findlay and Ahrens, 2010; Souto Otero, 2008), further deepening their already disadvantaged 

position among their peers”. 

 

 

Gráfico 1: Número de movilidades anuales realizadas por personas con necesidades especiales en el 

programa Erasmus+ (EBU e ICEVI-EUROPE, 2016; European Commission, 2017) 

Nota: línea discontinua = periodos sin datos oficiales publicados 
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Entre las posibles causas de la baja tasa de movilidad europea de personas con discapacidad, algunos 

expertos (Soler Javaloy y Murcia Rodríguez, 2010) señalan que una de las principales es la falta de 

procedimientos comunes entre las universidades emisoras y receptoras. Es decir, se hace necesario 

una postura común o estandarizada, aceptada por los países participantes, sobre las medidas de 

accesibilidad y de ajustes razonables que deben garantizarse con el objeto de propiciar la igualdad de 

oportunidades para cualquier estudiante universitario con discapacidad interesado en realizar sus 

estudios en otra universidad. La falta de un estándar en los procedimientos genera incertidumbre, lo 

que a su vez erosiona los deseos de estudiar en una universidad extranjera. De hecho, los propios 

estudiantes con discapacidad declaran la necesidad de recibir más información y garantías sobre la 

efectiva ejecución de las adaptaciones curriculares y de accesibilidad en su universidad de origen 

(Moriña, López-Gavira y Molina, 2017). Así que es razonable que esta necesidad de certidumbre sea 

mayor respecto de la universidad receptora. Se trata, en definitiva, de una gran restricción a la hora 

de optar por internacionalizar los estudios. Otras posibles causas también son: a) la escasez o 

insuficiencia de las becas y ayudas para sufragar los costes adicionales que requieren los estudiantes 

con discapacidad para materiales, ayudas técnicas y del personal de apoyo; b) la falta de una 

monitorización especializada y personalizada de del estudiante durante el periodo de estancia; c) falta 

de información general sobre la accesibilidad física de los edificios e instalaciones universitarias; d) 

otros aspectos varios, como restricciones médicas, sobreprotección familiar, problemas personales, 

etc. 

A pesar de que existe formalmente un marco legislativo común como es la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad, de que también se han desarrollado legislaciones 

específicas sobre discapacidad y universidad en los estados europeos –aunque no se sabe bien si ha 

sido un desarrollo homogéneo y ciertamente convergente–, y del impulso de proyectos europeos sobre 

buenas prácticas en atención a las personas con necesidades educativas especiales (por ejemplo, 

DARE y MappED), no existe ningún proyecto que haya buscado la homogeneización de 

procedimientos y de medidas mínimas que las universidades europeas deben garantizar a sus 

estudiantes con discapacidad y/o necesidades especiales. 

El proyecto MobiAbility (referencia 2016-1-ES01-KA203-025001) pretende disminuir la 

incertidumbre, y aumentar las garantías y servicios prestados a los estudiantes universitarios 

internacionales con discapacidad. Uno de los objetivos específicos consiste en la elaboración de un 

estándar trasnacional europeo de medidas y ajustes razonables en el ámbito académico universitario 

para estudiantes con discapacidad de movilidad internacionales. Para alcanzar este objetivo, se han 

proyectado varios tipos de estudios y análisis, organizados en cuatro fases: a) análisis de la normativa 

europea sobre discapacidad en el ámbito universitario; b) encuesta digital a todas las universidades 
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europeas que han participado recientemente en programas Erasmus+ para conocer los servicios y 

medidas que ofrecen en materia de discapacidad; c) elaboración de una primera propuesta del estándar 

de medidas de atención a la diversidad que las universidades deben ofrecer; y d) revisión y validación 

de la propuesta anterior por parte de instituciones universitarias y sociales. 

El equipo investigador está formado por expertos de las instituciones universitarias y civiles que 

conforman el consorcio. Esta alianza académica y social es una condición necesaria para que el 

resultado sea fruto de las distintas experiencias, visiones y expectativas de todos los colectivos 

implicados en el tema (personas con discapacidad, asociaciones, personal académico universitario, 

personal técnico, responsables políticos, etc.). Los socios miembros del proyecto se muestran en la  

 

Tabla 1 

Entidades participantes en el proyecto MobiAbility 

 
Nota: Elaboración propia 

 

Sobre la base de todo lo expuesto anteriormente, que se puede resumir en la necesidad de fomentar y 

facilitar la movilidad internacional de las personas con discapacidad, el objetivo del presente trabajo 

se concreta en ofrecer un primer análisis de las políticas en materia de discapacidad y educación 

superior que coexisten en la Unión Europea –y en algunos países asociados– en la actualidad. Para 

ello, se acomete un análisis jurídico del desarrollo legislativo de 21 países europeos, para identificar 

las eventuales barreras que la disparidad normativa y sus posibles inconsistencias puedan suponer 

para sujetos cuyo estatus jurídico o derechos puedan variar al pasar de uno a otro estado, enfocado 

siempre al ámbito jurídico relativo a los estudios superiores. Dicho análisis pretende describir las 

similitudes y diferencias entre las legislaciones de los estados participantes en el programa Erasmus+ 

Entidad Pais Breve descripción y relevancia para el estudio 

Universidad de Murcia España 
• Amplia experiencia en apoyo a estudiantes con discapacidad. 

Reconocida con prestigiosos premios. 
• Mayor tasa de universidades españolas presenciales (2,7%) 

Masaryk University, Support 
Centre for Students with Special 
Needs 

República 
Checa 

• Amplia experiencia en apoyo a estudiantes internacionales con 
discapacidad (unos 200 estudiantes anualmente) 

Lublin University of Technology Polonia • Experiencia en proyectos de desarrollo tecnológico, económico 
y social. 

Universidad Alexandru Ioan Cuza, 
en Iasi Rumanía • Amplia experiencia en proyectos internacionales de 

investigación e innovación educativa 

Fundación ONCE España • Entidad líder en programas de normalización de personas con 
discapacidad en España 

Fundación Universia España 
• Referente nacional e internacional en proyectos para la 

formación superior y empleabilidad de personas con 
discapacidad 

CERMI-Región de Murcia España 
• Mayor órgano de representación de entidades y personas con 

discapacidad de la Región de Murcia.  
• Miembro de CERMI-España y del European Disability Forum 
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y, en su caso, apuntar posibles divergencias, contradicciones u omisiones legislativas en determinados 

ámbitos, que sugieran, a su vez, la necesidad de homogeneizar protocolos de actuación comunes.  

 

2. Método 

El análisis documental refiere el conjunto de operaciones destinadas a representar el contenido y la 

forma de un documento para facilitar su consulta o recuperación, o incluso para generar un producto 

que le sirva de sustituto (Clausó García, 1993: 11). Es un proceso analítico-sintético, donde la 

información es estudiada, interpretada y sintetizada minuciosamente para dar lugar a un nuevo 

documento que lo representa de modo abreviado y preciso. Es una herramienta válida para llevar a 

cabo comparativas de normativa social y legal, habiendo sido aplicado en estudios recientes 

realizados por el CERMI (Bayarri y Fillat, 2011), con el fin evaluar las leyes de servicios sociales 

autonómicas y sus diferencias en varios aspectos relacionados con el apoyo a personas con 

discapacidad. 

A pesar de su complejidad innata, el valor del análisis documental se consolida cada vez con mayor 

fuerza debido a la avalancha informativa a la que se asiste en el presente tiempo. Esta no es 

comparable con los volúmenes documentales que se manejaban en décadas pasada (Peña y Pirela, 

2007: 57).  

El proceso de análisis documental ha evolucionado, pues inicialmente partía del uso de esquemas de 

trabajo básicos y rudimentarios, provenientes de las ciencias documentales, si bien en la actualidad 

se ha logrado un importante avance y perfeccionamiento de este método, al tiempo que incorpora una 

visión más interdisciplinar. Este es el caso de nuestro estudio, donde el análisis documental tiene 

como objeto de análisis los diversos tipos de documentación (normativa/legislación) que reflejan el 

contenido de las políticas sociales nacionales en materia de discapacidad. Respecto a los ámbitos de 

análisis contemplados, como veremos más adelante, se han considerado los más relevantes en cuanto 

garantizan el acceso y la igualdad de oportunidades en la educación superior (acceso y admisión, 

régimen de permanencia, ayudas y ajustes razonables en el proceso de enseñanza-aprendizaje, etc.). 

Los textos analizados son las legislaciones de nivel estatal (leyes, reales decretos y equivalentes) 

vigentes en el momento de la recopilación documental. La normativa de rango inferior, normalmente 

de ámbito regional o provincial, no fue analizada no porque se considerase irrelevante, sino la 

imposibilidad material, con los recursos disponibles, de revisarla en toda su extensión, pues se estimó 

en varios centenares de regiones con normativa propia. Como veremos más adelante, solo recurrimos 

a la revisión de legislación regional en unos pocos casos justificados. 

El procedimiento seguido en el análisis documental se sustenta en la recopilación y lectura de la 

legislación nacional de cada país europeo seleccionado en relación a la educación superior y/o 

discapacidad. El análisis cualitativo se ha realizado a partir de la identificación de seis dimensiones 



 
 

 835 

de estudio, para cada una de las cuales se han seleccionado una serie de cuestiones o indicadores a 

analizar. 

La recopilación de los articulados normativos se produjo entre mayo de 2017 y junio de 2018, así que 

cualquier desarrollo legislativo posterior no ha formado parte del análisis jurídico.  

El estudio se ha realizado en siete fases, que se resumen en la Tabla 2. En la primera fase se determinó 

el ámbito objetivo del estudio, dirigiéndolo a un máximo de 21 estados de los participantes en el 

programa Erasmus+, fundando la elección en un criterio fundamentalmente cuantitativo: los estados 

con mayor cantidad de movilidades Erasmus+ en de estudiantes con y sin discapacidad. Atendiendo 

a los datos de movilidad publicados del curso 2013-2014, los países seleccionados acumulan un 95% 

de los estudiantes enviados a otras universidades, un 97% de los estudiantes recibidos, y un 98% de 

todos los estudiantes con discapacidad que participaron en el programa de movilidad Erasmus+ del 

citado año.  

 
Tabla 2 

Procedimiento de análisis de la normativa 

 
Nota: Elaboración propia 

 

En la segunda fase, ya fijados los Estados a analizar, se discutieron y concretaron las dimensiones de 

análisis, así como los indicadores más relevantes respeto de la normativa de aplicación a los alumnos 

en situación de discapacidad en el ámbito universitario. Se trataba de descartar las cuestiones más 

generales que pudiesen no ser conflictivas, o las extremadamente particulares. En tal sentido, se tomó 

como decisión la exclusión del estudio al nivel de detalle autonómico o regional, limitando el estudio 

a las normas de rango general estatal –o normas federales– (aunque esto se tuvo luego que matizar 

para una serie de países, ver fase cuarta). Además, se elaboró un modelo de ficha y unas instrucciones 

de uso de la misma, con la que documentar y especificar las concretas normas que fuesen de 

Fase Tareas  Resultados 

1 Selección de países, sobre la base del criterio estadístico de mayor 
cantidad de movilidades de estudiantes con y sin discapacidad.  21 países seleccionados 

2 Concreción de dimensiones de análisis e indicadores de cada una de 
ellas 

6 dimensiones y plantilla de 
recopilación de datos 

3 Búsqueda y selección de normativa y traducción en su caso 20 plantillas rellenadas (excepto 
Bélgica) 

4 
Selección de las regiones más representativas en movilidad Erasmus+ 
en aquellos países con normativa estatal inexistente o demasiado 
general  

5 regiones seleccionadas: Bruselas, 
Viena, Berlín, Holanda 
Septentrional y Vaud. 

5 Búsqueda y selección de normativa y traducción en su caso (regiones de 
la fase 4) 5 plantillas rellenadas  

6 Diseño de una plantilla de análisis (preguntas relevantes por dimensión) 25 tablas de análisis (20 estados y 5 
regiones) 

7 Obtención de resultados de los análisis anteriores Comparativas, estadísticos básicos, 
déficits legislativos, etc. 
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aplicación en cada una de las seis dimensiones, a saber: 1) concepto y reconocimiento de persona con 

discapacidad; 2) acceso y admisión a los estudios universitarios; 3) permanencia y movilidad; 4) 

accesibilidad a los recursos tecnológicos, instrumentales o de información; 5) proceso de enseñanza-

aprendizaje: ayudas, apoyos y ajustes razonables; y 6) evaluación y exámenes: ayudas, apoyos y 

ajustes razonables; más otra dimensión residual sobre otros programas y acciones.  

En la tercera fase, se procedió a recabar los datos de cada uno de los Estados. Tanto en la localización 

y selección –y traducción- de normas existentes como, también, en la constatación, en su caso, de 

inexistencia de normas en los concretos ámbitos fijados. Esta es la fase que más tiempo de trabajo ha 

consumido. En la cuarta fase, con la totalidad de los datos ya fijados, se procedió a una primera 

valoración de los mismos. Se detectó que la exclusión de las regulaciones de ámbito local, 

autonómico o federal suponía la exclusión del estudio de cinco Estados que suponían una magnitud 

demasiado relevante. Sin perjuicio de que la existencia de distintas normas en tales estados haya de 

ser un factor también a tener en cuenta, como eventual dificultad añadida cara a la movilidad de los 

alumnos en situación de discapacidad que podrán encontrar regímenes distintos aun dentro del mismo 

país, se tomó la decisión de ampliar el ámbito del estudio, volviendo a la fase anterior respecto de 

Holanda, Bélgica, Suiza, Alemania y Austria, cuya estructura federal y la inexistencia de normas 

estatales suficientemente desarrolladas en relación a la discapacidad los dejaba en la práctica al 

margen del análisis. El criterio utilizado fue el de profundizar en la normativa de la región o zona en 

la que se hubiera mayor cantidad de movilidades de estudiantes con y sin discapacidad.  Así, no se 

pretendió con ello que su normativa representativa del resto del país sino la más representativa en 

cuanto que afectaría a mayor número de estudiantes internacionales. Las regiones seleccionadas 

fueron: Bruselas (Bélgica), Viena (Austria), Berlín (Alemania), Holanda Septentrional (Holanda) y 

Vaud (Suiza). La quinta fase, consistió en la localización y selección –y en su caso traducción- de las 

normas existentes en las cinco regiones añadidas al estudio. La sexta fase consistió en la completitud 

y cierre de las fichas de los países estudiados, para homogeneizar las mismas, puliendo las 

particularidades de difícil contraste que la investigación concreta de cada estado hubiera podido 

provocar. Al tiempo, se elaboró una plantilla para tratar de responder a preguntar relevantes o 

indicadores de regulación legislativa dentro de cada dimensión, mediante la categorización de si 

dichos aspectos estaban específicamente recogidos o no en normativa aplicable (ver tabla 3). La 

séptima fase está dedicada al análisis de la totalidad de los datos recabados, así como a la obtención 

de resultados por dimensión y país o región.  
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Tabla 3 

Dimensiones de análisis e indicadores seleccionados 

 
Nota: Elaboración propia 

 

3. Resultados 

La legislación, y en particular, el articulado referido a discapacidad en el ámbito universitario, de los 

20 países (Bélgica no ha sido analizada como país) y las 5 regiones (Bruselas, Viena, Holanda 

Septentrional, Berlín y Vaud) fue clasificada por dimensiones y analizada para tratar de responder las 

preguntas relevantes anteriormente expuestas. Para cada pregunta relevante se categorizó la 

característica o características de la legislación en variables de tipo nominal y ordinal, según el caso. 

Así, las categorías de respuesta a las preguntas relevantes pueden ser usadas como indicadores para 

análisis más profundos y sofisticados (por ejemplo, nivel de compromiso con la discapacidad en el 

ámbito educativo superior, relación entre desarrollo legislativo y medidas efectivas de atención a la 

discapacidad, etc.). A continuación, se presentan los principales resultados obtenidos mediante este 

análisis.  

 

3.1. Dimensión 1. Definición de persona con discapacidad. 

Como se puede observar en la tabla 4, ninguna norma define el concepto de persona con discapacidad 

en referencia a alguna clasificación o estándar internacional. En la mayoría de países y regiones la 

normativa refiere una definición o delimitación propia de la definición de persona con discapacidad, 

concretada en alguna magnitud, listas o diagnóstico. Tan solo 2 países (Reino Unido y Holanda) y 

una región (Holanda Septentrional), es decir, un 12% del total, no lo hacen.  

Dimensión  Preguntas relevantes o indicadores 

1. Concepto y 
reconocimiento de persona 
con discapacidad 

1.1. Delimitación de 
persona con discapacidad 

1.1.1. Número de referencias a clasificaciones o 
estándares internacionales (por ejemplo, CIE) 
1.1.2. Referencia a alguna definición o delimitación 
propia concretada en alguna magnitud, listas o 
diagnóstico 

1.2. Extiende la consideración de persona con discapacidad a estudiantes extranjeros 
2. Acceso y admisión a los 
estudios 

2.1. Se imponen restricciones adicionales a las académicas 
2.2. Se regulan facilidades 

3. Permanencia y 
movilidad 

3.1. Se regulan beneficios en el régimen de permanencia 
3.2. Se regulan medidas especiales para apoyo de estudiantes (con discapacidad) en 
movilidad 
3.3. Se regulan medidas de coordinación de la movilidad 

4. Accesibilidad a los 
recursos 

4.1. Se regulan diseños específicos 
4.2. Se regula la necesidad de prestar servicios de atención a la diversidad o a la 
discapacidad 

5. Proceso de enseñanza-
aprendizaje 

5.1. Se regulan ajustes razonables en el proceso de enseñanza-aprendizaje 
5.2. Se regulan medidas de apoyo académico especiales o adicionales a las normales 
(por ejemplo, un tutor especial, orientación académica específica, etc.) 

6. Evaluación y exámenes 
6.1. Se regulan ajustes razonables en la evaluación (incluye exámenes) 
6.2. Se regulan medidas especiales para la revisión o reclamación de las evaluaciones 
(incluye exámenes) 
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Respecto al segundo indicador considerado, referencia a alguna definición o delimitación propia 

concretada en alguna magnitud, listas o diagnóstico, la mayoría, dieciséis países y cuatro regiones 

(un 80%), hace referencia a una lista de tipos de discapacidad en la definición de persona con 

discapacidad. Esta es la característica más común de las normas analizadas en esta dimensión. Ocho 

países y dos regiones (un 40%) hacen referencia a un diagnostico en la definición de persona con 

discapacidad. Y cuatro países (España, Italia, Alemania y Lituania) y una región (Bruselas) (un 20%) 

hacen mención de un porcentaje o variable cuantitativa similar para la definición de persona con 

discapacidad. Los porcentajes no suman 100% porque algunas legislaciones hacen referencia 

simultáneamente a más de un criterio para la definición de persona con discapacidad.  

 
Tabla 4 

 Indicadores de la dimensión 1 (definición de persona con discapacidad) por país y región analizados 

 
Nota: Elaboración propia 

 

País/Región   

1.1.1. Número de 
referencias a 

clasificaciones o 
estándares 

internacionales 

1.1.2. Referencia a alguna 
definición o delimitación 

propia concretada en alguna 
magnitud, listas o diagnóstico 

1.2. Extiende la consideración de 
discapacidad a estudiantes extranjeros 

Categorías  Indicar número 

0 = No 
1 = variable cuantitativa 
2 = tipos de discapacidad 

3 = Diagnóstico 

0 = No, en ninguna medida 
1 = Sí, para todos los extranjeros 

2 = Sí, solo para comunitarios 
3 = Sí, parcialmente para extranjeros 

4 = Sí, parcialmente para comunitarios 
Austria 0 2 1  
República Checa 0 2 y 3 1 
España 0 1 1 
Finlandia 0 0 1 
Francia 0 2 1 
Alemania 0 1 y2 0 
Grecia 0 2 y 3 1 
Hungría 0 2 0 
Irlanda 0 2 y 3 1 
Italia 0 1, 2 y 3 0 
Lituania 0 1, 2 y 3 1 
Holanda 0 0 0 
Polonia 0 2 y 3 1 
Portugal 0 2 y 3 1 
Rumanía 0 2 1 
Eslovaquia 0 2 4 
Suecia 0 2 y 3 1 
Suiza 0 2 1 
Turquía 0 2 1 
Reino Unido 0 0 1 
Berlín (Alemania) 0 2  0 
Bruselas (Bélgica) 0 1,2 y 3  0 
Holanda Sept.(Hol.) 0 0 0 
Vaud (Suiza) 0 2 0 
Viena (Austria) 0 2 y 3 2 
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Finalmente, en el tercer indicador, encontramos que 16 países y una región (un 68%) sí extienden la 

consideración de persona con discapacidad a los estudiantes universitarios extranjeros, aunque de 

estos, un país (Eslovaquia) lo hace para ciudadanos comunitarios y con alguna restricción, y una 

región (Viena) lo hace solo para comunitarios. Llama la atención que cuatro países y cuatro regiones 

(un 32%) no han regulado la extensión de su definición de persona con discapacidad a ciudadanos 

extranjeros. 

 

3.2. Dimensión 2. Acceso y admisión a la universidad 

Respecto a los indicadores incluidos en la dimensión 2 (acceso y admisión a la universidad) incluidos 

en la tabla 5, predominan los países y regiones donde no se imponen restricciones adicionales a las 

académicas (un 96%), es decir, todos excepto un país, Finlandia, cuya legislación declara que no se 

admitirá al estudiante en caso de que no puedan eliminarse los impedimentos para adaptar su 

discapacidad adoptando medidas razonables.  

 
Tabla 5 

Indicadores de la dimensión 2 (acceso y admisión a la universidad) por país y región analizados 

Nota: Elaboración propia 

 

País/Región   2.1. Se imponen restricciones 
adicionales a las académicas 2.2. Se regulan facilidades 

Categorías  0 = No 
1 = Sí 

0 = No 
1 = Sí, en las pruebas de acceso 

2 = Sí, reserva en acceso por cupos 
3 = Sí, bonificación/exención de tasas 

4 = Sí, ayudas adicionales o complementarias 
Austria 0 0 
República Checa 0 4 
España 0 1, 2 y 3 
Finlandia 1 0 
Francia 0 0 
Alemania 0 0 
Grecia 0 1 y 2 
Hungría 0 0 
Irlanda 0 0 
Italia 0 1 y 2 
Lituania 0 0 
Holanda 0 0 
Polonia 0 1 y 4  
Portugal 0 2  
Rumanía 0 4 
Eslovaquia 0 0 
Suecia 0 0 
Suiza 0 0 
Turquía 0 0 
Reino Unido 0 0 
Berlín (Alemania) 0 1 
Bruselas (Bélgica) 0 4 
Holanda Sept.(Hol.) 0 0 
Vaud (Suiza) 0 0 
Viena (Austria) 0 3 
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En cuanto al segundo indicador contemplado, se regulan facilidades y sus tipos, trece países y dos 

regiones (un 60%) no regulan ninguna facilidad para el acceso y admisión para estudiantes con 

discapacidad. Sin embargo, siete países y tres regiones (un 20%) regulan facilidades de diversa 

índole: cuatro países (Grecia, Italia, Polonia y España) una región (Berlín) ofrecen apoyo en las 

pruebas de acceso; cuatro países (Grecia, Italia, Portugal y España) reservan plazas para estudiantes 

con discapacidad; solamente una región (Viena) incluye bonificación o exención de tasas; y 

finalmente, tres países (República Checa, Polonia y Rumanía) junto a una región (Bruselas) 

consideran otras ayudas adicionales o complementarias. Como se ha visto, los países del sur junto a 

regiones centrales de Europa destacan en la facilitación del acceso a la universidad, al tiempo que 

predominan en general los países y regiones que carecen de estas facilidades para el colectivo de 

personas con discapacidad. 

 

3.3. Dimensión 3. Permanencia y movilidad en la universidad. 

En esta dimensión observamos (ver Tabla 6) que 17 países y cinco regiones (88%) no regula ningún 

beneficio en el régimen de permanencia para personas con discapacidad. Los tres países que sí lo 

hacen son España (con una ampliación en el número de convocatorias de evaluación), Polonia (con 

subsidios y becas para estudiantes con discapacidad que estudien más de un grado) e Italia (con la 

posibilidad de ampliar el número máximo de matriculaciones). 
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Tabla 6 

Indicadores de la dimensión 3 (permanencia y movilidad en la universidad) por país y región analizados 

 
Nota: Elaboración propia 

 

En relación al segundo indicador, medidas especiales para apoyo de estudiantes con discapacidad 

recibidas al amparo de programas de movilidad, tan solo dos países (8%) regulan medidas especiales 

para apoyo de estudiantes con discapacidad. En particular, Grecia regula la adaptación de las prácticas 

externas y Eslovaquia regula la figura de un coordinador especial para esta finalidad. 

Finalmente, ningún país regula medidas de coordinación académica o de otra índole para los 

programas de movilidad de personas con discapacidad.  

 

3.4. Dimensión 4. Accesibilidad a los recursos tecnológicos, instrumentales y de información 

La evaluación de la dimensión 4, accesibilidad a los recursos tecnológicos, instrumentales y de 

información, se incluye en la Tabla 7, donde se puede observar que 13 países y dos regiones (60%) 

regulan medidas sobre diseños específicas para la accesibilidad física o telemática a la información 

(diseños arquitectónicos, adaptación de materiales de estudio, páginas web, etc.). De estos, un país 

(Italia) y dos regiones (Berlín y Bruselas) regulan también de forma específica los recursos 

País/Región   
3.1. Se regulan 

beneficios en el régimen 
de permanencia 

3.2. Se regulan medidas especiales 
para apoyo de estudiantes (con 

discapacidad) en movilidad 

3.3. Se regulan medidas de 
coordinación de la movilidad 

Categorías  0 = No  
1 = Sí 

0 = No  
1 = Sí, para los recibidos 
2 = Sí, para los enviados 

0 = No  
1 = Sí, medidas académicas 

2 = Sí, otras 
Austria 0 0 0 
República Checa 0 0 0 
España 1 0 0 
Finlandia 0 0 0 
Francia 0 0 0 
Alemania 0 0 0 
Grecia 0 1 0 
Hungría 0 0 0 
Irlanda 0 0 0 
Italia 1 0 0 
Lituania 0 0 0 
Holanda 0 0 0 
Polonia 1 0 0 
Portugal 0 0 0 
Rumanía 0 0 0 
Eslovaquia 0 1 0 
Suecia 0 0 0 
Suiza 0 0 0 
Turquía 0 0 0 
Reino Unido 0 0 0 
Berlín (Alemania) 0 0 0 
Bruselas (Bélgica) 0 0 0 
Holanda Sept.(Hol.) 0 0 0 
Vaud (Suiza) 0 0 0 
Viena (Austria) 0 0 0 
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tecnológicos que se deben disponer para la inclusión de personas con discapacidad. Siete países y tres 

regiones (40%) no regulan de forma específica nada al respecto. 

 
Tabla 7 

Indicadores de la dimensión 4 (accesibilidad a los recursos tecnológicos, instrumentales y de información) por país y 

región analizados 

 
Nota: Elaboración propia 

 

Sorprende el hecho de que solo cuatro países (España, Reino Unido, Turquía y Portugal) y una región 

(Bruselas) contemplan en su normativa la necesidad de prestar un servicio especializado en atención 

a la diversidad/discapacidad. Esta falta de sustento legislativo contrasta con la realidad de que estos 

servicios se encuentran ampliamente extendidos entre las universidades europeas. 

 

3.5. Dimensión 5. Proceso de enseñanza-aprendizaje: ayudas, apoyos y ajustes razonables 

La quinta dimensión recoge las ayudas vinculas al proceso de enseñanza-aprendizaje. Si observamos 

la tabla 8, vemos que ocho países y dos regiones (60%) consideran en su normativa la necesidad de 

realizar ajustes razonables en el proceso de enseñanza-aprendizaje. En particular, se regulan 

procedimientos sobre asesoramiento personalizado, adaptación de procedimientos, posibilidad de 

País/Región   4.1. Se regulan diseños específicos 4.2. Se regula la necesidad de prestar servicios 
de atención a la diversidad o a la discapacidad 

Categorías  
0 = No 

1 = Sí, de acceso a la información 
2 = Sí, recursos tecnológicos 

0 = No 
1 = Sí 

Austria 0 0 
República Checa 1 0 
España 1 1 
Finlandia 0 0 
Francia 1 0 
Alemania 0 0 
Grecia 1 0 
Hungría 0 0 
Irlanda 1 0 
Italia 1 y 2 0 
Lituania 1 0 
Holanda 0 0 
Polonia 1 0 
Portugal 1 1 
Rumanía 1 0 
Eslovaquia 1 0 
Suecia 0 0 
Suiza 0 0 
Turquía 1 1 
Reino Unido 0 1 
Berlín (Alemania) 1 y 2 0 
Bruselas (Bélgica) 1 y 2 1 
Holanda Sept.(Hol.) 0 0 
Vaud (Suiza) 0 0 
Viena (Austria) 0 0 
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incrementar el gasto de la administración con este fin, etc. De forma más específica, tan solo cinco 

países y una región (24%) incluyen disposiciones normativas sobre apoyo académico especial o 

adicional a las normales, como, por ejemplo, un tutor especial, orientación académica específica, 

libros de texto gratuitos, etc. 

 
Tabla 8 

Indicadores de la dimensión 5 (proceso de enseñanza-aprendizaje) por país y región analizados 

 
Nota: Elaboración propia 

 

3.6. Dimensión 6. Evaluación y exámenes: ayudas, apoyos y ajustes razonables 

Finalmente, en la tabla 9 se incluye los resultados de la última dimensión considerada, las ayudas y 

ajustes vinculados a la evaluación y exámenes. Se aprecia que 10 países y 3 regiones (el 53%) regulan, 

con mayor o menor precisión y amplitud, medidas y adaptaciones para las pruebas de evaluación. Las 

medidas van desde disposiciones genéricas (por ejemplo, Finlandia) hasta otras más precisas y 

profundas como la exención de realizar ciertos tipos de exámenes, ayudas técnicas como teclados o 

País/Región   5.1. Se regulan ajustes razonables en 
el proceso de enseñanza-aprendizaje 

5.2. Se regulan medidas de apoyo académico especiales 
o adicionales a las normales (por ejemplo, un tutor 

especial, orientación académica específica, etc.) 

Categorías  0 = No 
1 = Sí 

0 = No 
1 = Sí 

Austria 0 0 
República Checa 1 0 
España 1 0 
Finlandia 1 0 
Francia 1 1 
Alemania 0 0 
Grecia 0 0 
Hungría 0 1 
Irlanda 1 0 
Italia 0 0 
Lituania 0 1 
Holanda 0 0 
Polonia 0 0 
Portugal 1 0 
Rumanía 0 0 
Eslovaquia 1 1 
Suecia 0 0 
Suiza 0 0 
Turquía 0 0 
Reino Unido 1 1 
Berlín (Alemania) 1 0 
Bruselas (Bélgica) 1 1 
Holanda Sept.(Hol.) 0 0 
Vaud (Suiza) 0 0 
Viena (Austria) 0 0 
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calculadoras, mayor tiempo de realización de exámenes, o la adaptación a examen escrito u oral (por 

ejemplo, Hungría).  

 
Tabla 9 

Indicadores de la dimensión 6 (evaluación y exámenes) por país y región analizados 

 
Nota: Elaboración propia 

 

En relación al otro indicador analizado en esta dimensión, solo tres países (España, Países Bajos e 

Italia) y una región (Bruselas) regulan de forma específica medidas especiales para la revisión o 

reclamación de las evaluaciones. 

 

4. A modo de síntesis y discusión 

Con el fin de sintetizar las valoraciones anteriores se ha realizado un análisis global de todos los 

indicadores. Esta valoración conjunta permite vislumbrar el distinto compromiso que ofrecen los 

países y regionales considerados en la movilidad internacional de los estudiantes con discapacidad.  

A partir de la definición de las seis dimensiones consideradas, se han seleccionado dos o tres 

indicadores para cada dimensión, suponiendo así un total de 14 indicadores, todos ellos valorados en 

el presente análisis de forma dicotómica (Sí/No), de manera que para cada indicador se aplica una 

País/Región   6.1. Se regulan ajustes razonables en 
la evaluación 

6.2. Se regulan medidas especiales para la 
revisión o reclamación de las evaluaciones 

Categorías  0 = No 
1 = Sí 

0 = No 
1 = Sí 

Austria 0 0 
República Checa 0 0 
España 1 1 
Finlandia 1 0 
Francia 1 0 
Alemania 1 0 
Grecia 1 0 
Hungría 1 0 
Irlanda 0 0 
Italia 1 1 
Lituania 0 0 
Holanda 1 1 
Polonia 0 0 
Portugal 1 0 
Rumanía 0 0 
Eslovaquia 1 0 
Suecia 0 0 
Suiza 0 0 
Turquía 1 0 
Reino Unido 1 0 
Berlín (Alemania) 1 0 
Bruselas (Bélgica) 1 1 
Holanda Sept.(Hol.) 0 0 
Vaud (Suiza) 0 0 
Viena (Austria) 1 0 
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puntuación de 0 (No) ó 1 (Sí). La suma de las puntuaciones obtenidas en cada uno de los indicadores 

da lugar a una puntuación global en cada dimensión, según el número de ellos cumplidos. También 

se puede obtener una puntuación global para cada país/región, cuyos valores van de 0 a 14, reflejando 

0 la situación más negativa y 14 la más positiva. Esta puntuación global permite elaborar un ranking 

por países que estimaría el grado de compromiso político con la movilidad internacional de 

estudiantes con discapacidad. 

Hay que dejar bien claro que una menor regulación jurídica no significa necesariamente una menor 

protección de la persona con discapacidad, puesto que una normativa estatal laxa, general o 

programática puede luego llevarse a la práctica de forma suficiente, incluso excelente, en cuanto a 

las medidas de apoyo a personas con discapacidad, ya sea mediante normativas de rango inferior o 

simplemente por políticas particulares de cada universidad. Aunque sí es cierto, por otro lado, que 

una mayor regulación legal sí correlaciona con políticas proteccionistas o garantistas de los derechos 

de las personas con discapacidad, al menos en el plano intencional o teórico, que es lo que 

denominamos compromiso político. 

Como se observa en la tabla 10, ningún país o región obtiene el máximo de 14 puntos. De hecho, 

atendiendo a este criterio cuantitativo global, todos ellos quedan lejos del ideal en el compromiso. 

Bruselas es la región que ostenta el primer puesto con 9 puntos, seguida de un destacado segundo 

puesto para España (8 puntos) y Portugal y Eslovaquia en el tercer lugar del podio (con 7 puntos).  

La peor posición, con ningún aspecto regulado en su legislación, la ocupa la región de Holanda 

Septentrional, seguida de Vaud (Suiza) con 1 punto y, con 2 puntos, de cinco países (Austria, 

Alemania, Holanda, Suecia y Suiza). A este grupo de países y regiones se le podría atribuir un bajo 

compromiso con la discapacidad en la educación superior, siempre con la precaución de que se trata 

de una estimación basada en un recuento de aspectos regulados. 

Teniendo en cuenta los ámbitos o dimensiones analizadas y teniendo en consideración que en dos de 

ellas se han incluido tres indicadores y en el resto solamente dos, la dimensión 3 (permanencia y 

movilidad en la universidad) es la que en menor medida es contemplada en las regulaciones 

nacionales o regionales, donde solo unos pocos países regulan beneficios en régimen de permanencia 

o medidas espaciales de apoyo y ninguno promueve medidas de coordinación de la movilidad.  
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Tabla 10 

Ranking de puntuación de los países/regiones en las dimensiones e indicadores 

 
Nota: Elaboración propia 

 

Como era de esperar, la dimensión que contempla mayor regulación en la mayoría de países es la 

dimensión 1, aquella que valora la definición de la persona con discapacidad. No obstante, como se 

vio anteriormente, solamente 16 países y una región extienden la consideración de persona con 

discapacidad a los estudiantes universitarios extranjeros. De este resultado surge una primera 

sugerencia, y es que se debería ampliar esta consideración a todos los países europeos y asociados, 

con el fin de homogeneizar esta práctica y así garantizar, sin lugar a dudas, que un estudiante con 

discapacidad en un país tendrá el mismo reconocimiento en cualquier otro país participante en el 

programa Erasmus+. 

Los resultados ofrecidos y obtenidos mediante esta herramienta de estudio son, sin duda, dignos de 

un análisis más profundo y detallado, incorporando valoraciones de tipo cualitativo que nos 

enriquezcan el concepto de compromiso político que mantiene cada país y región estudiados. Entre 

otras, consideramos que se deberían tener en cuenta las distintas opciones planteadas en la legislación 

como apoyos o ayudas y la valoración de éstas; también se podría discriminar el valor de las 

dimensiones e indicadores, incluyendo ponderaciones mayores a aquellas que se consideren 

País/Región   6.1. Se regulan ajustes razonables en 
la evaluación 

6.2. Se regulan medidas especiales para la 
revisión o reclamación de las evaluaciones 

Categorías  0 = No 
1 = Sí 

0 = No 
1 = Sí 

Austria 0 0 
República Checa 0 0 
España 1 1 
Finlandia 1 0 
Francia 1 0 
Alemania 1 0 
Grecia 1 0 
Hungría 1 0 
Irlanda 0 0 
Italia 1 1 
Lituania 0 0 
Holanda 1 1 
Polonia 0 0 
Portugal 1 0 
Rumanía 0 0 
Eslovaquia 1 0 
Suecia 0 0 
Suiza 0 0 
Turquía 1 0 
Reino Unido 1 0 
Berlín (Alemania) 1 0 
Bruselas (Bélgica) 1 1 
Holanda Sept.(Hol.) 0 0 
Vaud (Suiza) 0 0 
Viena (Austria) 1 0 
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prioritarias o de mayor impacto; realizar análisis que contrasten las normativas nacionales con las 

regionales; consultar a expertos en el tema; o tener en consideración posibles ciertos sesgos 

vinculados con la traducción de la documentación estudiada. En este avance será de gran interés las 

siguientes etapas del proyecto MobiAbility. 

A pesar de esta limitación, el ranking obtenido sugiere varias conclusiones y propuestas. En primer 

lugar, la heterogeneidad de medidas de protección y de fomento de la movilidad de personas con 

discapacidad que conviven en ámbito europeo. Esto genera incertidumbre en el estudiante con 

discapacidad, lo cual sin duda influye en la selección de países para completar sus estudios, al tiempo 

que podría suponer ciertas barreras en aquellos países con escasa o nula regulación; en definitiva, se 

erosiona la cohesión social europea. 

Estas distancias entre países y regiones nos advierten sobre la importancia de avanzar en 

homogeneizar en el contexto europeo los procedimientos, protocolos y las medidas mínimas de apoyo 

y de ajustes razonables para estudiantes universitarios con necesidades especiales. 
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